
CC. SECRETARIOS DE LA CÁMARA DE DIPUTADOS 

DEL HONORABLE CONGRESO DE LA UNIÓN, 

P R E S E N T E S 

 

El fortalecimiento de un país, y el logro de su proyecto de Nación y de Estado, sólo 
pueden basarse en instituciones culturales vigorosas, sostenidas por efectivos 
sistemas que estimulen la creatividad de su pueblo. La defensa de la cultura 
nacional su difusión es una de las más importantes misiones a realizar por la 
sociedad y el gobierno mexicanos. 

 

Llevar la cultura a todos los grupos de nuestra población, a cada comunidad y a 
cada individuo, ha sido desde siempre, uno de los motores del cambio político y 
social en nuestro país; de la forma en que se logre este propósito depende, en 
gran parte, la configuración de una República más justa y más acorde con el 
desarrollo integral de todos los ciudadanos. 

 

De acuerdo con lo que dispone el artículo 10 de la Ley de Planeación, la iniciativa 
que ahora se somete a la consideración de esa Soberanía cumple con los 
objetivos trazados en el Plan Nacional de Desarrollo 1995~2000 en materia de 
cultura, ya que preserva y destaca el carácter de la cultura como elemento 
esencial de la soberanía, bajo el postulado de respeto a la libertad de creación y 
de expresión de las comunidades intelectuales y artísticas del país, fomenta la 
producción y distribución eficiente de bienes culturales y actualiza el marco jurídico 
relativo a los derechos de autor y derechos conexos. 

 

La experiencia histórica demuestra que una política cultural acorde con nuestras 
necesidades nacionales y un ambiente propicio para la creación artística y 
literarias sólo son posibles cuando están basados en un ordenamiento legal 
suficientemente amplio, y al mismo tiempo específico, que concilie no sólo los 
intereses de quienes participan en el ciclo de la creación, la difusión y el consumo 
de los bienes culturales sino que armonice el derecho de cada uno de ellos. 

 

La protección a los derechos de autor en México es prioridad. Su importancia la 
reconoce el texto de nuestra Constitución Política que en su artículo 28, estable 



que no "constituyen monopolios los privilegios que por determinado tiempo se 
concedan a los autores y artistas para la producción de sus obras y los que para el 
uso exclusivo de sus inventos, se otorguen a los inventores y perfeccionadores de 
alguna mejora". 

 

México ha afrontado con éxito en el ámbito interno el reto que constituye la 
protección de los derechos de autor. Sin embargo, hoy este reto se renueva por la 
mayor interrelación de los países y se manifiesta en un creciente mercado de 
bienes y servicios culturales, en una actividad creadora más crítica en sus 
contenidos, más universal en sus expresiones y, sobre todo, más demandante en 
sus necesidades de protección. 

 

El dinamismo tecnológico y el abatimiento de las barreras comerciales y de 
comunicación entre los Estados son la manifestación más clara de los cambios 
que se han sucedido en materia de producción de obras del ingenio y del espíritu 
humanos y, por lo tanto, de los derechos de autor.  Es necesario que las acciones 
que México emprenda en materia de cooperación internacional fomenten la 
creatividad, lo cual es, por sí mismo una garantía de respeto a nuestra soberanía; 
que atraigan recursos para ampliar los esfuerzos productivos, científicos, técnicos 
y culturales en el país, pero que al mismo tiempo se conjuguen con los esfuerzos 
nacionales por lograr niveles de vida y educación que satisfagan nuestras 
necesidades; que al enriquecer la acción de sus intelectuales, científicos y artistas 
asegure la tolerancia y el respeto a la pluralidad, y que al participar activamente en 
los acuerdos internacionales protejan la cultura nacional, y así podamos continuar 
perteneciendo al grupo de países que forman la vanguardia. 

 

De este modo la cooperación internacional sirve al interés nacional, pues fortalece 
la imagen de México, enriquece sus vínculos y propicia mayores posibilidades de 
intercambio; por eso, la cooperación técnica y científica, en los ámbitos educativo 
y cultural debe cumplir objetivos específicos y constituirse en un instrumento 
privilegiado de nuestra política exterior. 

 

Nuestro país participa, desde hace más de medio siglo, de la convicción universal 
de que la participación de las personas en la vida cultural de su país constituye un 
derecho humano y que, por lo tanto, el Estado está obligado a protegerlo y 
garantizarlo adecuadamente en los llamados derechos morales y patrimoniales. 

 



Diversos fenómenos inciden en la rápida transformación del entorno mundial en 
que vivimos, pero el inusitado avance científico y tecnológico, y el creciente 
número de personas que requieren de más y mejores bienes y servicios 
educativos y culturales parecen ser de lo más significativo. Por eso, a fin de 
estimular el progreso de la cultura, se han establecido las normas de protección a 
la propiedad intelectual, particularmente los derechos de autor, entendiendo éstos 
como el conjunto de prerrogativas de los creadores de obras literarias y artísticas, 
plasmadas en los más diversos soportes materiales, los cuales, han tenido 
innovaciones sorprendentes en los últimos tiempos. Esto, aunado a la liberación 
de las barreras comerciales entre las naciones, ha hecho indispensable la 
existencia de nuevos ordenamientos jurídicos. 

 

México no puede, ni quiere, estar ajeno a este fenómeno, por lo que tiene que 
adecuar su legislación en esta materia. Razones de fondo así lo avalan: el 
crecimiento constante del mercado de bienes y servicios culturales, la mayor 
afluencia de autores que requieren protección para su obra y las nuevas 
manifestaciones artísticas e intelectuales que han hecho de la revolución de los 
medios de comunicación un cambio trascendental en nuestro fin de siglo. 

 

Para que México siga protegiendo con eficacia los derechos autorales, debe 
contar con un marco jurídico moderno y acorde a la realidad en que vivimos, que 
apoye la industria y el comercio de la cultura; propicie un mejor ambiente para que 
los creadores puedan darse a la misión de acrecentar y elevar nuestro acervo 
cultural, y que establezca las bases para un futuro con mejores expectativas en la 
educación, la ciencia, el arte y la cultura. Todo lo anterior justifica un gran esfuerzo 
social y político para dar al ingenio y al espíritu humanos el alto lugar que le 
corresponde dentro de la vida de la República. 

 

La legislación referente a los derechos de autor tiene en nuestro país amplios 
antecedentes. La Constitución de Apatzingán de 1814, se limitó a establecer 
libertad de expresión y de imprenta, en el sentido de que no se requerían permisos 
o censuras de ninguna especie para la publicación de libros, lo que significó un 
importante avance en su momento. 

 

La Constitución Federal de 1824 previó entre las facultades del Congreso: 
"Promover la ilustración asegurando por tiempo limitado derechos exclusivos a lo 
autores por sus respectivas obras". Las tensiones políticas, económicas y sociales 
que acompañaron el nacimiento del país a la independencia, causaron que el 
ambiente intelectual y artístico se encontrara buscando todavía su propio carácter, 



presumiblemente por ello ni la constitución centralista de 1836, ni la federal de 
1857 recogieron este precepto. 

 

No obstante, a nivel reglamentario, en 1846, el Presidente Mariano Paredes y 
Arrillaga ordena a José Mariano de Salas promulgar el Reglamento de la Libertad 
de Imprenta, que puede considerarse el primer ordenamiento normativo mexicano 
en materia de derechos de autor. En este Reglamento se denomina "propiedad 
literaria" al derecho de autor; en él se dispuso como derecho vitalicio de los 
autores la publicación de sus obras, privilegio que se extendía a. los herederos 
hasta por 30 años. 

 

El Código Civil para el Distrito Federal y el Territorio de Baja California, vigente a 
partir del 1° de junio de 1871, muestra las tendencias internacionales, 
particularmente en el capítulo referente a la actividad literaria en general. En su 
título 8° del libro II, denominado "Del Trabajo", reguló lo relativo a las obras 
literarias, dramáticas, musicales y artísticas. 

 

De acuerdo al espíritu de la época, el Código Civil de 1870 asimiló la propiedad 
literaria a la propiedad común, su vigencia era perpetua y en tal sentido la obra 
podía enajenarse como cualquier otro tipo de propiedad y señalaba que los 
autores tenían el derecho exclusivo de publicar y reproducir cuantas veces se 
creyera conveniente, el total o fracciones de las obras originales, por copias 
manuscritas, imprenta, litografía o cualquier otro medio. 

 

El Código Civil de 1884 merece especial mención por haber constituido un avance 
en materia de derechos de autor. Constituye la primera formulación, en nuestro 
país, del reconocimiento de las reservas de derechos exclusivos, pero ante todo, 
distinguió con precisión, por primera vez en nuestro sistema jurídico, las 
diferencias entre la propiedad Industrial y el derecho de autor. 

 

Un avance más fue el establecimiento de la publicación única de los registros 
autorales por el Ministerio de Instrucción Pública, a diferencia del anterior, en que 
cada rama se hacía pública independientemente. En la nueva modalidad, los 
registros se daban a conocer trimestralmente en el Diario Oficial, y aunque seguía 
siendo necesario inscribir la obra para beneficiarse de los derechos autorales, el 



nuevo Código Civil derogó la disposición del anterior que multaba con veinticinco 
pesos al autor que incumplía con esta obligación. 

La etapa moderna de la protección a los derechos autorales se inicia con la 
vigencia de la Constitución de 1917, la cuaI, a diferencia de su antecesora de 
1857, con mejor técnica jurídica aborda el tema de la propiedad intelectual y el 
derecho autoral a través de su artículo 28, cuyo primer párrafo, en su texto original 
decía: "En los Estados Unidos Mexicanos no habrá monopolios ni estancos de 
ninguna clase, ni exención de impuestos, ni prohibiciones de ninguna clase, ni 
prohibiciones a título de protección a la industria, exceptuándose únicamente los 
relativos a la acuñación de moneda, a los correos, telégrafos y radiotelegrafía, a la 
emisión de billetes por medio de un solo Banco que controlará el Gobierno Federal 
y a los privilegios que por determinado tiempo se concedan a los autores y artistas 
para la reproducción de sus obras y a los que, para el uso exclusivo de sus 
inventos, se otorguen a los inventores y perfeccionadores de alguna mejora ...' 

 

Al amparo de la Constitución emanada del movimiento social de 1910, fueron 
expedidas nuevas legislaciones reglamentarias. De esta suerte, en 1928, el 
Presidente Plutarco Elías Calles, promulgó el Código Civil que en su Libro II, Título 
VIII regulaba la materia de la propiedad intelectual. Entre sus disposiciones 
fundamentales se destacaban: un periodo de 50 años de derecho exclusivo para 
los autores de libros científicos; 30 años para los autores de obras literarias, cartas 
geográficas y dibujos; 20 años para los autores de obras dramáticas y musicales, 
y tres días para las noticias. Con este Código Civil se precisa así mismo, en 
nuestra legislación lo que conocemos como reserva de derechos, que establecía 
la protección a las llamadas cabezas de periódico. Debe resaltarse que de 
acuerdo con lo prescrito anteriormente en el Código de 1884 se mantuvo el 
principio del pacto de autor para reducir la vigencia de su derecho. 

 

Las disposiciones del Código Civil fueron complementadas por el Reglamento 
para el Reconocimiento de Derechos Exclusivos de Autor, Traductor o Editor, 
publicado en el Diario Oficial de la Federación el 17 de octubre de 1939, en el cual 
se enriquecieron las disposiciones antes existentes, haciendo especial énfasis en 
que la protección a los derechos de autor debía referirse necesariamente a una 
obra o creación. 

 

La creciente preocupación internacional en la materia provocó cambios e nuestras 
propias instituciones legales. México suscribió la Convención Interamericana sobre 
el Derecho de Autor, celebrada en Washington en junio 1946. Ante la necesidad 
de ajustar la legislación interna a lo pactado internacionalmente surgió la primera 
Ley Federal sobre el Derecho de Autor de 1947, misma que reprodujo lo dispuesto 



por el Código Civil de 1928 y por el Reglamento para el Reconocimiento de 
Derechos Exclusivos de Autor, Traductor o Editor de 1939. Esta Ley Federal 
concedió al autor de una obra los derechos de publicación por cualquier medio, 
representación con fines de lucro, transformación, comunicación, traducción y 
reproducción parcial o total en cualquier forma; extendió la duración de los 
derechos de autor hasta veinte años después de su muerte en favor de sus 
sucesores y tipificó por primera vez en una ley especial sobre la materia como 
delitos algunas violaciones al derecho de autor. 

 

La Ley Federal sobre el Derecho de Autor de 1947, debe su trascendencia al 
hecho de haber plasmado el principio de ausencia de formalidades, es decir, que 
la obra se encuentra protegida desde el momento de su creación, 
independientemente de que esté registrada. Este cambio jurídico hizo apta nuestra 
legislación para integrarse al contexto mundial de la protección a los derechos 
autorales. 

 

En el ámbito internacional, ha sido de primer orden la protección a los derechos de 
autor, especialmente en nuestro hemisferio. México ha participado activamente en 
la concreción de los esfuerzos internacionales realizados para tal efecto. De este 
modo, a raíz de la IV Conferencia Internacional Americana, México se adhirió a la 
Convención sobre Propiedad Literaria y Artística el 20 de diciembre de 1955. Así 
mismo y también en el ámbito mundial, México ha sido un permanente 
colaborador, es cofundador de la Convención Universal sobre el Derecho Autor, 
de 1957. 

A fin de modernizar a Ley Federal Sobre el Derecho de Autor de 1947, se emitió 
una nueva Ley el 31 de diciembre de 1956, con la cual continúa la adecuación de 
la legislación en la materia a una realidad por demás cambiante; se define con 
precisión el derecho de los artistas intérpretes al establecer que tendrían derecho 
a recibir una retribución económica por la explotación de sus interpretaciones; es 
el primer cuerpo legal en regular a las sociedades de autores. Administrativamente 
da forma al sistema actual de protección al derecho de autor, al elevar a rango de 
Dirección General el Departamento del Derecho de Autor, dependiente de la 
Secretaría de Educación Pública, donde además de las disposiciones registrales 
anteriores se establecen nuevos rubros de registro. 

 

La constante evolución en la materia y los cambios en el entorno mundial hicieron 
necesaria una reforma profunda de la legislación autoral. El 21 de diciembre de 
1963, fueron publicadas reformas y adiciones a la Ley, en ella, se establecen 
aunque sin distinguir, los derechos morales y los derechos patrimoniales; 
garantiza, a través de las limitaciones específicas al derecho de autor el acceso a 



los bienes culturales; regula sucintamente el derecho de ejecución pública, 
establece reglas específicas para el funcionamiento y la administración de 
Sociedades de Autores, y amplía el catálogo de delitos en la materia. 

 

Con el fin de que nuestro país participara de una manera más activa en el 
contexto internacional, nos adherimos al Convenio de Berna para la Protección de 
las Obras Literarias y Artísticas, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 
20 de diciembre de 1968. A través de este instrumento internacional se 
perfecciona el sistema jurídico que establece entre los países miembros el 
reconocimiento de nuevos derechos, la elevación de los niveles mínimos de 
protección, la uniformidad de la reglamentación convencional y la reforma 
administrativa y estructural del organismo que lo administra. 

 

En este convenio, se reguló la figura de la presunción de autoría, es decir, que al 
contrario de las anteriores costumbres que obligaban al registro de la obra como 
presupuesto para gozar de los derechos autorales, la simple indicación del nombre 
o del seudónimo del autor sobre ¡a obra en la forma que comúnmente se hace en 
cada género artístico y literario, es suficiente para que sea reconocida la 
personalidad del autor y admitidas ante los Tribunales de !os países de la Unión, 
establecido a partir de la firma del Convenio. 

 

El derecho internacional en la materia presentó un nuevo avance con la 
aprobación del Acta de París, a la cual se adhirió México el 4 de julio de 1974. En 
ella se fijaron las tendencias entonces más aceptadas en la regulación derecho de 
autor. 

 

En la década siguiente, la transformación del ámbito mercantil y de los medios 
masivos de comunicación, hicieron improrrogable una revisión de los instrumentos 
legales. El 11 de enero de 1982, fueron publicadas reformas y adiciones a la Ley 
Federal de Derechos de Autor, que incorporan disposiciones relativas a las obras 
e interpretaciones utilizadas con fines publicitarios o propagandísticos, y amplían 
los términos de protección tanto para los autores como para los artista intérpretes 
y ejecutantes. 

 

En 1991, se realizan nuevas reformas y adiciones a la Ley en vigor desde 1957; 
se enriquece el catálogo de ramas de creación susceptibles de protección al 



incluirse las obras fotográficas, cinematográficas, audiovisuales, de radio, de 
televisión y los programas de cómputo; se incluye la limitación al derecho de auto 
respecto de las copias de respaldo de dichos programas; se otorgan derechos a 
los productores de fonogramas; se amplía el catálogo de tipos delictivos en la 
materia; se aumentan las penalidades, y se aclaran las disposiciones relativas al 
recurso administrativo de reconsideración. 

 

Con las reformas y adiciones del 23 de diciembre de 1993, se amplía el término de 
protección del derecho de autor en favor de sus sucesores hasta 75 años después 
de la muerte del autor, y se abandona el régimen del dominio público pagante, con 
lo que se permite así el libre uso y comunicación de las obras que, por el 
transcurso del tiempo, se encuentran ya fuera del dominio privado. 

 

Ya desde su entrada en vigor, las reformas de 1963 correspondieron a una época 
en la que los cambios tecnológicos habrían de sucederse ininterrumpidamente, 
desde entonces, sus consecuencias se han traducido en el imperativo de 
replantear las legislaciones autorales, no sólo en México, sino en el seno de la 
comunidad internacional. El acelerado progreso científico y tecnológico, significa 
cambios profundos dentro de las sociedades, de lo cual no están exentos los 
sujetos que por sus actividades se encuentran dentro del marco de aplicación de 
la ley. 

 

Hoy, los autores, los titulares de derechos patrimoniales de autor, los 
distribuidores y participantes en el mercado de bienes y servicios culturales y 
público en general enfrentan problemas muy diversos de los que se suscitaban e 
el año de la promulgación del texto vigente. Por ello, el Ejecutivo Federal convocó, 
en su oportunidad, a los diversos grupos que participan en la actividad literaria y 
artística.  Así, creadores, productores, distribuidores y sectores interesados 
colaboraron con sus propuestas en la conformación de esta iniciativa de la Ley 
Federal del Derecho de Autor, misma que ahora se somete a la consideración de 
esa Soberanía. 

 

El Estado Mexicano se define por el espíritu democrático que lo anima, de acuerdo 
con nuestro Código Fundamental, se basa en el constante mejoramiento 
económico, social y cultural del pueblo. En este sentido, la presente iniciativa 
busca armonizar los derechos de quienes con su talento, su inversión o su 
participación engrandecen cotidianamente nuestra vida y acervo culturales; 
establecer una plataforma sana para que el Estado, en cumplimiento de sus 
deberes constitucionales, garantice adecuadamente un ámbito de legalidad 



suficiente para el desarrollo del arte y la cultura; así como facilitar, a través de 
estos elementos el acceso de los diferentes sectores y miembros del cuerpo social 
al patrimonio cultural que nos identifica y nos pertenece a todos los mexicanos. 

 

La iniciativa que se presenta, tiene como principal objeto la protección de los 
derechos de los autores de toda obra del espíritu y del ingenio humanos, de modo 
que se mantenga firme la salvaguarda del acervo cultural de la Nación y se 
estimule la creatividad del pueblo en su conformación y diversidad cultural, de 
acuerdo con la modernización de las instituciones jurídicas, políticas y sociales 
que el momento actual de la República reclama. 

 

El Ejecutivo Federal a mi cargo, busca establecer un ordenamiento jurídico por 
medio del cual los autores, artistas, sus sociedades de gestión colectiva, y los 
productores, distribuidores y empresarios, encuentren el mayor equilibrio posible 
en el tráfico de bienes servicios culturales. 

 

Con el afán de hacer de la legislación autoral un texto apropiado para su expedita 
aplicación, se ha considerado, en favor de la mayor eficacia de la norma, remitir al 
Código Penal para el Distrito Federal en materia de Fuero Común y para toda la 
República en materia de Fuero Federal, las violaciones a los derechos de autor y 
derechos conexos que por su magnitud y trascendencia merezcan ser 
considerados delitos. 

 

De merecer esta lniciativa la aprobación de esa Soberanía, se contará con un 
ordenamiento jurídico apto para propiciar una más sana distribución de los 
ingresos generados por la circulación de bienes y servicios sobre la base del 
desarrollo de una auténtica industria de la cultura nacional, cuyo efecto final se 
encuentra más allá del simple beneficio económico y se traduce en un más 
democrático acceso a la cultura en general y a la promoción de la creación 
artística en particular. 

 

El Estado de Derecho exige claridad en los preceptos jurídicos que rigen su 
funcionamiento, pues ello resulta fundamental en la promoción de la seguridad 
jurídica de los ciudadanos. Para este efecto, la Iniciativa que ahora se expone, 
busca determinar con claridad los derechos y obligaciones tanto de los 



participantes en la creación cultural y artística, como de los agentes que 
intervienen en su comunicación. 

 

Administrativamente, una nueva de Ley Federal de Derechos de Autor, significará 
un importante aporte al proceso desregulador y de modernización que el Estado 
requiere, no sólo simplificando y agilizando tiempos y mecanismos de respuesta, 
sino fomentando la incorporación de sanas prácticas entre los miembros de la 
comunidad intelectual, artística y público en general. 

 

La Iniciativa de Ley que ahora se presenta, consta de once títulos, y un total de 
220 artículos, así como de once transitorios. 

 

El Título l, denominado "Disposiciones Generales", está estructurado por un 
capítulo único, el cual establece el objeto de la Ley, sus propósitos y fija su ámbito 
de aplicación. Instituye la figura del trato nacional, es decir, la protección jurídica 
que recibirán en sus obras los autores y titulares de derechos conexos extranjeros, 
en función del deber que tienen los Estados, dentro del orden jurídico 
internacional, de proteger a los ciudadanos de otros Estados de la misma manera 
que lo hacen con los suyos propios, siempre con base en el principio internacional 
de reciprocidad. 

 

Este capítulo constituye un verdadero avance en materia de técnica legislativa, 
toda vez que las anteriores legislaciones no habían incluido un catálogo 
disposiciones generales. Al aumentar su claridad se mantienen instituciones de 
honda raíz en nuestra historia legislativa en la materia, al conservar el régimen de 
orden público, interés social y observancia obligatoria respecto de su contenido. 

 

Se establece de forma más precisa el principio de ausencia de formalidades par la 
protección del derecho de autor, al proteger las obras desde el momento mismo 
de su creación. 

 

La iniciativa que hoy se presenta aumenta el margen de seguridad jurídica para 
todos los sujetos bajo el ámbito de aplicación del derecho de autor, pues su 
Capítulo II establece definiciones generales para los términos que constituyen 



vocabulario específico de la materia. Disposiciones fundamentales de las que 
también carecieron los ordenamientos anteriores. 

 

El Título II, denominado del "Derecho de Autor", está estructurado por tres 
capítulos, que cubren respectivamente lo relativo a Reglas Generales, Derechos 
Morales y Derechos Patrimoniales. 

 

El Capítulo l, hace referencia a los conceptos fundamentales del derecho autoral, 
en el que destaca la definición del derecho de autor como protector de las obras 
del intelecto de carácter creador y consagra los rubros de protección aplicables, 
entre los cuales destacan los generados por el desarrollo científico y tecnológico, 
así como las nuevas formas de expresión artística fruto de los tiempos modernos. 

 

Así mismo, de acuerdo con el consenso internacional y a las tradiciones jurídicas 
de probada eficiencia y certeza, establece que en virtud de la protección otorga a 
título de derecho de autor el creador de una obra del espíritu o ingenio humanos 
goza, frente a todos, de prerrogativas y privilegios de carácter personal y 
patrimonial. Las primeras integran el llamado derecho moral y los segundos, el 
derecho patrimonial. 

 

De la misma manera, este capítulo prevé los actos mediante los cuales la obra se 
hace del conocimiento de terceros. 

 

El Capítulo Il, denominado "De los Derechos Morales", resulta de suma 
importancia dentro del esquema general de los derechos de autor. La Iniciativa 
que hoy se pone a consideración de esa Soberanía, considera el derecho moral 
como un derecho unido al autor, inalienable, imprescriptible, irrenunciable 
inembargable; éste se manifiesta a través de las facultades de determinar si su 
obra ha de ser divulgada y en qué forma; de exigir el reconocimiento de su calidad 
de autor respecto de la obra por él creada; de disponer que su divulgación se 
efectúe como obra anónima o seudónima; de exigir respeto a la obra, oponiéndose 
a cualquier deformación, mutilación u otra modificación de ella, así como a toda 
acción o atentado contra la misma que cause perjuicio a su honor o reputación; de 
modificar su obra; de retirarla del comercio, y de oponerse a que se le atribuya una 
obra que no es de su creación. 



 

El Capítulo llI, denominado "De los Derechos Patrimoniales", se refiere a los 
derechos exclusivos de los autores de obras artísticas o literarias para usar 
explotar sus obras, por sí mismos o bien cediendo tales derechos a terceros 
mediante una retribución económica. 

 

Determina el carácter exclusivo de los derechos patrimoniales en cuanto que sus 
titulares son los únicos que pueden permitir cada uno de los diferentes usos que 
se den a la obra. De esta manera el autor o, en su caso el titular de los derechos 
patrimoniales, tiene facultades en materia de reproducción, publicación, edición 
fijación material de una obra en copias o ejemplares, en cualquier medio que 
pretenda hacerse; comunicación pública de su obra en cualquier medio, inclusive 
los más modernos medios electrónicos; comunicación pública y radiodifusión; 
distribución, lo cual incluye todas las formas de transmisión de la propiedad y del 
uso o explotación de la misma; en materia de importación al territorio nacional de 
copias de su obra hechas sin su autorización y aun de las copias lícitas que se 
hagan en el extranjero con fines de lucro; divulgación de obras derivadas de la 
original, en cualquiera de sus modalidades, como la traducción, adaptación, 
paráfrasis, arreglo o transformación, y cualquier utilización pública de las obras, 
teniendo como único límite los casos expresamente establecidos en la propia 
Iniciativa. 

 

Este título respeta los avances hasta ahora obtenidos en materia de derechos 
autor, como el caso del uso libre de obras de dominio público, con lo cual se 
enriquece el patrimonio cultural de nuestro pueblo al hacer más accesibles las 
obras que son ya clásicas de nuestro arte y literatura, asimismo sucede con los 
plazos de protección que se habían fijado anteriormente y que en algunos casos 
exceden al de la protección mínima exigida por los acuerdos internacionales. Por 
otra parte, la presente Iniciativa, de merecer la aprobación de esa Soberanía dará 
mayor claridad a los conceptos aplicables, especialmente en materia de derechos 
morales, a través definiciones claras y amplias, así como de derechos 
patrimoniales fijando un catálogo de facultades, inexistente hasta ahora. 

 

El Título III, denominado de "De La Transmisión de los Derechos Patrimoniales", 
regula los actos, convenios y contratos por los cuales pueden transmitirse 
derechos patrimoniales de autor, estableciendo la posibilidad de otorgar licencias 
de uso, exclusivas o no. 

 



El Capítulo l, "Disposiciones Generales", fija el carácter de los distintos derechos 
patrimoniales, los cuales corresponden a las diversas formas en que el autor 
puede ejercerlos, destacando entre ellas la reproducción o fijación material de un 
obra en copias o ejemplares, efectuada por cualquier medio ya sea impreso, 
fonográfico, gráfico, plástico, audiovisual, electrónico u otro similar, la 
representación escénica y la radiodifusión. 

 

El Capítulo II, intitulado "Del Contrato de Edición de Obra Literaria", regula los 
actos por los cuales se realiza la reproducción material de esta clase de obra 
mediante ejemplares. Las disposiciones de este Capítulo se hacen extensivas a 
otras formas de reproducción de obras. 

 

El Capítulo III, "Del Contrato de Edición de Obra Musical", se refiere al acta 
celebrado por los autores o los titulares de los derechos patrimoniales de autor, a 
través del cual podrán autorizar a un tercero, llamado editor, la explotación 
comercial de esta clase de obras mediante su inclusión en otras, su sincronización 
y la transmisión de estos derechos a terceros. 

 

El Capítulo IV, "Del Contrato de Representación Escénica", regula los derechos y 
obligaciones de las partes para la puesta en escena o ejecución de una obra en 
vivo, a oyentes o espectadores en un auditorio determinado. 

 

El Capítulo V, "Del Contrato de Radiodifusión", regula la transmisión por cualquier 
medio, por parte de los organismos de radiodifusión, de obras protegidas, 
mediante la telecomunicación de sonidos o imágenes para su recepción por el 
público. 

 

El Capítulo VI, "Del Contrato de Producción Audiovisual", regula los derechos y 
obligaciones de los autores, artistas y titulares de derechos conexos que 
intervienen en la realización de esta clase de obras, por un lado, y las del 
productor o empresario por el otro. 

 



El Capítulo VIl, "De los Contratos Publicitarios", busca establecer reglas para la 
inclusión de obras e interpretaciones protegidas en los anuncios publicitarios o de 
propaganda. 

 

Corresponde al Título III de la presente Iniciativa una particular importancia, toda 
vez que clarifica los derechos que antes se enunciaban de una manera general. 
Son innovadores los capítulos que versan sobre los contratos de radiodifusión, de 
producción audiovisual y de los contratos publicitarios, pues deja en claro, de una 
vez, las peculiaridades de esas transmisiones patrimoniales del derecho de autor, 
las cuales, anteriormente, se regulaban sólo por analogía respecto de los métodos 
tradicionales de edición. En todos los casos se conservan los derechos que han 
sido obtenidos a lo largo de la evolución de los derechos autorales, se mantiene 
firme la convicción de que toda transmisión ha de ser onerosa y que sólo son 
transmisibles los derechos patrimoniales. En este sentido, se procura un mayor 
equilibrio entre autores y titulares de derechos patrimoniales y los agente 
empresariales dedicados a la edición y distribución de los bienes y servicios 
culturales, con lo cual se beneficia al ambiente intelectual artístico en general y a 
la industria de la cultura en particular. 

 

En este Título queda perfectamente establecido, que la cesión temporal del uso 
para alguna finalidad de una obra protegida no podrá implicar nunca, y por ningún 
motivo, algún menoscabo a los derechos morales de autor. 

 

El Título IV, "De la Protección al Derecho de Autor", dedica su primer capítulo a las 
Disposiciones Generales, y los tres subsecuentes a las Obras Fotográficas, 
Plásticas y Gráficas; a la Obra Audiovisual y, a los Programas de Computación y 
las Bases de Datos. 

 

El Capítulo I establece las "Disposiciones Generales" que fijan los márgenes de 
protección para todo tipo de obras. 

 

El Capítulo lI, denominado "De las Obras Fotográficas, Plásticas y Gráficas", prevé 
normas especiales para la protección de obras artísticas que impactan 
visualmente el sentido estético de quien las contempla. La originalidad tiene en 
esta materia connotaciones particulares, pues la concepción y materialización 
personal tienen importancia decisiva. 



 

El Capítulo III denominado "De la Obra Audiovisual", regula las obras 
cinematográficas y videográficas, entendiéndose por estas una sucesión de 
imágenes asociadas, con o sin sonido; estas normas resultan aplicables para los 
programas de televisión. 

 

El Capítulo IV intitulado "De los Programas de Computación y las Bases de 
Datos", satisface la demanda de proteger jurídicamente un campo del 
conocimiento novedoso.  Al efecto, los programas de computación se protegen en 
los mismos términos que la obras literarias. Dicha protección se extiende tanto a 
los programas operativos como a los programas aplicativos, ya sea en forma de 
código fuente o de código objeto. Por su parte, las compilaciones de datos o de 
otros materiales legibles por medio de máquinas o en otra forma, que por razones 
de la selección y disposición de su contenido constituyan creaciones intelectuales, 
quedarán protegidas como compilaciones. Dicha protección no se extenderá a los 
datos y materiales en sí mismos; sin embargo, las bases de datos que no sean 
originales quedarán protegidas en su uso exclusivo por quien las haya elaborado, 
durante un lapso de cinco años. 

 

La experiencia administrativa y judicial, tanto en México como en el extranjero, han 
demostrado que una de las fuentes principales de la seguridad jurídica, y por lo 
tanto de la rápida y eficaz defensa de los derechos, radica en la especificada de 
las normas, hasta ahora la mayor parte de las obras del ingenio y del espíritu 
humanos se han regido mediante normas muy generales que en pocas ocasiones 
alcanzaban el grado de detalle necesario para cada género peculiar de obras. La 
Iniciativa que ahora se presenta a esa Soberanía, de merecer su aprobación, 
modificará positivamente las conductas de quienes habitual o esporádicamente se 
dedican a la producción, edición, distribución y comercialización de bienes y 
servicios culturales, al proporcionar un ordenamiento jurídico detallado en cada 
uno de los tipos de obras más conocidas, y que establece normas general 
suficientemente amplias para satisfacer las necesidades de un régimen de 
actividad cultural cambiante en sumo grado. Constituyen una innovación el trato 
específico de las obras fotográficas, plásticas y gráficas, y de la obra audiovisual, 
que antes no se contemplaba sino de modo general. Mención aparte merecen las 
nuevas disposiciones en materia de programas de cómputo y bases de datos, 
pues se ofrecen soluciones normativas a los problemas que han surgido de la 
realidad en el cotidiano mercado de estos bienes. 

 

El Título V, "De los Derechos Conexos", se integra con cinco capítulos, 
denominados respectivamente: "Disposiciones Generales", "De los Artistas 



Intérpretes y Ejecutantes", "De los Productores de Fonogramas", "De los 
Productores de Videogramas" y "De los Organismos de Radiodifusión". 

 

El Capítulo l, denominado "Disposiciones Generales", se refiere a los derecho 
conexos, definidos como aquellos concedidos para proteger los intereses de los 
artistas intérpretes o ejecutantes, productores de fonogramas y organismos de 
radiodifusión, en relación con sus actividades referentes a la utilización pública de 
obras de autores, toda clase de representaciones de artistas o transmisión al 
público de acontecimientos, información, sonidos e imágenes. 

 

El Capítulo lI, denominado "De los Artistas Intérpretes y Ejecutantes", reconoce los 
derechos que los artistas intérpretes o ejecutantes tienen sobre sus 
interpretaciones o ejecuciones. Los términos artista intérprete, y ejecutante 
designan al actor, narrador, declamador, cantante, músico, bailarín, o a cualquiera 
otra persona que interprete o ejecute una obra artística o literaria o una expresión 
del folclor o que realice una actividad similar a las anteriores, aunque no haya un 
texto previo que norme su desarrollo. 

 

El Capítulo III, denominado "De los Productores de Fonogramas", hace referencia 
a la persona física o jurídica bajo cuya iniciativa, responsabilidad y coordinación se 
fijan por primera vez los sonidos de una ejecución u otros sonidos, 
representaciones digitales de los mismos. Si bien los derechos del productor sobre 
el fonograma le son propios, estos se posibilitan a partir del momento en que el 
autor de la obra musical autoriza su Inclusión en el fonograma. 

 

El Capítulo IV, denominado "De los Productores de Videogramas", hace referencia 
a la persona física o jurídica, que como en el caso del capítulo anterior, dedica su 
esfuerzo a fijar por primera vez imágenes asociadas y sucesivas, con sin sonido, 
que den sensación de movimiento, o la representación digital de dichas imágenes 
y sonidos, constituyan o no una obra audiovisual. 

 

El Capítulo V, denominado "De los Organismos de Radiodifusión", tiene por objeto 
regular los múltiples elementos que convergen en la realización de una emisión de 
radiodifusión. Se considera organismo de radiodifusión a la empresa de radio o de 
televisión que transmita programas al público, sea por difusión inalámbrica, vía 
satélite, banda ancha o cualquier otro medio de comunicación remota. 



 

El Título V de la presente Iniciativa está abocado a fincar las bases de una más 
sólida industria cultural. La especificidad de sus normas, la claridad de sus 
definiciones y el régimen jurídico que propone, benefician a quienes invierten sus 
capitales en una de las funciones primordiales de una sociedad moderna, la 
comunicación; y al mismo tiempo, protege a los autores en el dominio de sus 
obras, estableciendo un estado de equilibrio entre quienes aportan su creación y 
quienes hacen posible que tal obra sea de¡ conocimiento del público al que está 
dirigido. Al proponer nuevas figuras jurídicas como el productor de videogramas, 
se ordena una práctica que anteriormente sólo se regía por normas generales de 
derechos de autor y por normas generales de comercio, pero que no había sido 
objeto de estudio peculiar sobre su materia. 

 

El Título VI, denominado "De las Limitaciones del Derecho de Autor y de los 
Derechos Conexos", está integrado por tres Capítulos: "De la Limitación por 
Causa de Utilidad Pública", "De la Limitación a los Derechos Patrimoniales" y "Del 
Dominio Público". Siendo uno de los propósitos de la Iniciativa de Ley, entre otros, 
conciliar los intereses de los autores con la necesidad de la sociedad de acceder 
al conocimiento y a la información de los sucesos mundiales, se considera 
necesario establecer limitantes a los derechos de los autores. 

 

En el Capítulo I denominado "De la Limitación por Causa de Utilidad Pública", se 
reconoce la facultad que tiene el Estado para autorizar la reproducción, por 
ministerio de Ley, como consecuencia de un acto administrativo, de obras cuya 
circulación se considera de utilidad pública, previo pago de una indemnización y 
siguiendo las normas para la ocupación de la propiedad por causa de utilidad 
pública, lo que implica el reconocimiento del valor que tienen determinadas obras 
por su contenido cultural, y la imperiosa necesidad social de beneficiarse de sus 
enseñanzas. 

 

La Iniciativa de Ley que se pone a consideración de ese H. Congreso de la Unión, 
considera de utilidad pública la publicación o traducción de obras artísticas o 
literarias necesarias para el adelanto de la ciencia, la cultura y la educación 
nacionales. Estas disposiciones, que se han conservado de anteriores 
ordenamientos jurídicos salvaguardan la soberanía de la República sobre su 
acervo cultural, extrayendo de las irregulares condiciones del mercado aquellas 
manifestaciones de la cultura que se consideran necesarias para la elevación 
moral de nuestro pueblo. Sin dejar de lado la importancia de este derecho 
soberano del Estado, la Iniciativa que ahora se presenta, establece formas 
jurídicas respetuosas del orden constitucional que, de manera más expedita y 



menos gravosa para el ciudadano, permiten hacer uso de las facultades 
constitucionales en la materia, a diferencia de los ordenamientos anteriores cuya 
complicación de procedimientos habían hecho letra muerta estas particulares 
disposiciones. 

 

El Capítulo II "De la Limitación a los Derechos Patrimoniales", prevé la posibilidad 
de realizar determinadas reproducciones y comunicaciones públicas sin necesidad 
de autorización previa del autor o del titular del derecho, con la finalidad de 
satisfacer necesidades educativas, culturales y de información del público y 
facilitar a la comunidad el acceso a las obras. 

 

El Capítulo III "Del Dominio Público", se refiere a las obras que, transcurrido el 
término de protección que la ley otorga respecto de los derechos patrimoniales, 
pasan a formar parte del acervo común de la Nación y de la humanidad. Las obras 
del dominio público pueden ser libremente utilizadas por cualquier persona con la 
sola restricción de respetar los derechos morales de los autores. 

 

El Título VII denominado "De los Registros de Derechos", está integrado por dos 
capítulos: "Del Registro Público del Derecho de Autor" y "De las Reservas de 
Derechos al Uso Exclusivo". 

 

El Capítulo l, regula las inscripciones efectuadas en el Registro Público de 
Derecho de Autor, que tienen efectos declarativos y no constitutivos, toda vez que 
la protección de los derechos de autor está determinada por ministerio de Ley, si 
necesidad de formalidad alguna. La inscripción de obras crea una presunción de 
autoría en favor de la persona que aparece como autor, pero no constituye 
derecho; sin embargo, los convenios y contratos que confieran, modifiquen, 
graven o extingan derechos pecuniarios del autor o por los que se autoricen 
modificaciones a la obra, surtirán efectos frente a terceros a partir de su 
inscripción en el Registro. 

Se reconocen los avances obtenidos por la comunidad autoral del país, 
manteniendo el carácter declarativo del registro de obras, toda vez que el derecho 
de autor nace con la creación de la obra y no con el cumplimiento de formalidad 
jurídicas. 

 



El Capítulo II denominado "De las Reservas de Derechos al Uso Exclusivo", 
establece que el título de un periódico, revista, y en general de toda publicación o 
difusión periódica, es materia de reservas de derechos. Esta reserva implica el uso 
exclusivo del título durante los lazos establecidos. 

 

Son susceptibles de reserva los personajes ficticios o simbólicos en obras 
literarias, historietas gráficas o en cualquier publicación o difusión periódica, 
cuando los mismos tengan una señalada originalidad, así como los personaje 
humanos de caracterización que sean empleados en actuaciones artísticas. 
Igualmente, son materia de reserva los nombres artísticos y denominaciones de 
grupos artísticos, los títulos y las características de operación de promociones 
publicitarias. 

 

Las disposiciones específicas en materia de Reservas de Derechos al Uso 
Exclusivo habían sido largamente esperadas por la industria de la comunicación, 
el comercio, la publicidad y el espectáculo; las múltiples omisiones que persisten 
en nuestro ordenamiento vigente motivan que sea frecuente en la materia el 
conflicto de derechos y la confusión en la posesión de los mismos. Se considera 
que la mejor forma de establecer un orden justo, expedito y equilibrado, es emitir 
una nueva legislación que deslinde con claridad los derechos, y proporcione 
seguridad suficiente a aquellos que pretendan realizar inversiones en un medio de 
comunicación en beneficio de la cultura y la opinión pública nacionales. 

 

El Título Vlll denominado "De la Gestión Colectiva de Derechos", está integrado 
por un Capítulo Único intitulado "De las Sociedades de Gestión Colectiva". En este 
Capítulo se contempla la función que tienen las sociedades de gestión colectiva, 
en su carácter de personas morales privadas constituidas al amparo de la Ley, 
que tienen como finalidad primordial proteger a sus agremiados, así como 
recaudar y entregar a los mismos las cantidades que por concepto de derechos de 
autor o derechos conexos se generen a su favor. 

 

A fin de respetar la libertad de asociación que consagra nuestra Carta 
Fundamental, el autor, los titulares de los derechos de autor, y los titulares de 
derechos conexos podrán optar por ejercer sus derechos patrimoniales libremente 
en forma individual, por conducto de apoderado o a través de una sociedad de 
gestión colectiva. 

 



Cuando el autor, los titulares del derecho de autor, el titular de los derechos 
conexos o sus causahabientes opten por ejercer sus derechos en forma individual 
respecto de cualquier utilización de la obra o bien hayan pactado mecanismos 
directos para el cobro de las regalías, dichos usos de la obra quedarán fuera del 
ámbito de acción de las sociedades de gestión colectiva. Los integrantes de una 
sociedad de gestión colectiva deberán otorgar a ésta un poder general para pleitos 
y cobranzas para que efectúe en su nombre los cobros que procedan. 

 

El Título IX "Del Instituto Nacional del Derecho de Autor", está integrado por un 
"Capítulo Único", en el que se fija la naturaleza jurídica de la unidad administrativa 
encargada de la vigilancia de los derechos autorales, constituyéndolo como un 
órgano desconcentrado de la Secretaría de Educación Pública, que tendrá las 
facultades que se señalan en la Iniciativa, y estará a cargo de un Director General. 

 

El Instituto Nacional del Derecho de Autor tendrá por objeto proteger y fomentar el 
derecho de autor en los términos de la legislación nacional y de los tratados 
internacionales en materia de derechos de autor y derechos conexos de los que 
México es parte, promover la creación de obras del ingenio, llevar el Registro 
Público del Derecho de Autor manteniendo actualizado su acervo histórico y 
promover el intercambio y cooperación Internacionales con instituciones 
encargadas del registro y protección de derechos de autor y derechos conexos. 

 

El Título X, "De los Procedimientos" contiene tres capítulos: "Del Procedimiento 
ante Autoridades Judiciales", "Del Procedimiento de Avenencia", y "Del Arbitraje". 

 

El Capítulo I denominado "De los Procedimientos ante Autoridades Judiciales", 
establece una mejor distribución en las competencias que atañen a la parte 
adjetiva del ordenamiento, conociendo de los delitos previstos y sancionados para 
la materia, los Tribunales de la Federación.  En cuanto a la supletoriedad de la 
Ley, será aplicable el Código Federal de Procedimiento s Civiles. 

 

El Capítulo II, intitulado "Del Procedimiento de Avenencia", regula una de las 
funciones más interesantes y eficaces para la solución de controversias en la 
materia, que consiste en fungir como amigable componedor en los conflictos 
relacionados con los derechos establecidos en la Iniciativa. El papel que 
desempeñaría el Instituto en este tipo de juntas sería el de actuar como mediador, 



si bien absteniéndose de emitir juicio alguno sobre el fondo del asunto podrá tomar 
parte activa en la conciliación, buscando en todo momento que la controversia 
concluya en un acuerdo o convenio. Se busca fortalecer esta función 
administrativa en virtud de que en los últimos años, no sólo ha sido mayor el 
número de procedimientos de avenencia, sino que se ha incrementado la 
proporción de las conciliaciones en los conflictos. 

 

El Capítulo III denominado "Del Arbitraje", establece el mecanismo al que se 
podrán someter la solución de controversias. 

 

Es un hecho que en la intensa red de relaciones comerciales la figura del arbitraje 
se concibe como un instrumento práctico y expedito de solución de controversias 
mercantiles. Entre sus cualidades se encuentran: celeridad, costo económico 
definido, así como una acentuada especialización. 

 

Con independencia de la competencia de los Tribunales Federales, para conocer 
de las controversias que se susciten con motivo de la aplicación de la Ley se 
prevé la facultad del Instituto para, exhortar a las para que designen árbitros. 

 

El Grupo Arbitral se conformará por personas calificadas, especialistas e derecho, 
de reconocido prestigio en la materia. Se establece que cada una de la partes 
elegirán a un árbitro, el que tomarán de la lista que proporcione el Instituto. A fin 
de garantizar la transparencia del procedimiento y la idoneidad de los árbitros, se 
establece que para ser designado árbitro se necesita: ser Licenciado en Derecho, 
gozar de reconocido prestigio y honorabilidad; no haber prestado durante los cinco 
años anteriores sus servicios como en alguna sociedad de gestión colectiva; no 
haber sido abogado patrono de alguna de las partes; no haber sido sentenciado 
por delito doloso grave; no ser pariente consanguíneo o por afinidad de alguna de 
las partes hasta el cuarto grado, o de los directivos en caso de tratarse de persona 
moral y no ser servidor público. 

 

Se establecen las reglas para la terminación del arbitraje y la forma de votación. El 
laudo dictado por el Grupo Arbitral tendrá el carácter de cosa juzgada y título 
ejecutivo. 

 



El Titulo XI denominado "De los Procedimientos Administrativos" está integrado 
por tres capítulos: "De las Infracciones en Materia de Derechos de Autor", "De las 
infracciones en Materia de Comercio" y "De la Impugnación Administrativa". 

 

La Iniciativa que se presenta a la consideración de ese H. Congreso pretende 
establecer la distinción entre el incumplimiento de las obligaciones de naturaleza 
administrativa en relación con los derechos autorales y la violación de dichos 
derechos en su concreción patrimonial en el campo de la industria y el comercio. 
En este sentido, se distingue entre infracciones en materia de derechos de autor, 
que son aquellas que se presentan estrictamente como atentatorias de la 
regulación administrativa de los derechos autorales, y las infracciones en materia 
de comercio, que son aquellas que se presentan cuando existe violación de 
derechos a escala comercial o industrial, afectan principalmente derechos 
patrimoniales, por su propia naturaleza requieren de un tratamiento altamente 
especializado, y tiempo ágil y expedito. 

 

Las primeras, dado su carácter eminentemente administrativo, serán conocidas 
por el Instituto Nacional del Derecho de Autor, como autoridad administrativa 
responsable de la aplicación de la Ley; las últimas lo serán por el Instituto 
Mexicano de la Propiedad Industrial, en los términos previstos en la Ley de 
Fomento y Protección de la Propiedad Industrial, ya que, en virtud de su carácter 
eminentemente mercantil, se consideró adecuado dar intervención a la Secretaría 
de Comercio y Fomento Industrial para la sanción de este tipo de faltas, la que, 
por otra parte, cuenta con los elementos técnicos suficientes para este fin, 
disminuyendo los costos administrativos y de adiestramiento que son inherentes a 
una modificación de esta naturaleza. 

 

El Capítulo I, "De las Infracciones en Materia de Derechos de Autor", prevé que 
este tipo de infracciones se sancionarán por el Instituto Nacional del Derecho de 
Autor, previa audiencia del infractor y de conformidad con la Ley Federal d 
Procedimiento Administrativo. 

 

El Capítulo lI, "De las Infracciones en Materia de Comercio", prevé aquella 
infracciones que, aún cuando no constituyan delitos, se traducen en práctica 
desleales de comercio, por lo que se le da intervención al Instituto Mexicano de la 
Propiedad Industrial en los términos de la Ley de Fomento y Protección de la 
Propiedad Industrial. 



 

El Capítulo III, denominado "De la Impugnación Administrativa", establece los 
medios de defensa que tienen los particulares contra las resoluciones que emitan 
el Instituto Nacional del Derecho de Autor y el Instituto Mexicano de la Propiedad 
Industrial. 

 

La remisión que se hace en el presente capítulo a la Ley Federal Procedimiento 
Administrativo y a la Ley de la Propiedad Industrial evitan repetición de normas 
que ya se encuentran vigentes en dichos ordenamientos. 

 

Los artículos transitorios prevén la entrada en vigor de la Ley, que de merecer la 
aprobación de esa H. Soberanía, sería a los noventa días naturales siguientes a 
su publicación en el Diario Oficial de la Federación. Consecuentemente, se 
abrogaría la Ley Federal Sobre el Derecho de Autor publicada en el Diario Oficial 
de la Federación el 29 de diciembre de 1956, sus adiciones del 21 de diciembre de 
1963 y sus posteriores reformas y adiciones, así como todas aquella disposiciones 
jurídicas que se opongan a lo previsto en la presente Iniciativa de Ley. 

 

En su artículo tercero transitorio, establece las personas morales actualmente 
inscritas en el Registro Público del Derecho de Autor, que tengan el carácter de 
sociedades de autores o de artistas intérpretes o ejecutantes, podrán ajustar su 
estatutos a lo previsto por la presente Iniciativa en un término de sesenta día 
hábiles siguientes a su entrada en vigor. 

 

Los recursos administrativos de reconsideración que se encuentren en trámite al 
momento de la entrada en vigor de la Iniciativa que se propone, se substanciarían 
de conformidad con la Ley Federal Sobre el Derecho de Autor que se abrogaría. 

 

Los procedimientos de avenencia iniciados bajo la vigencia de la Ley Federal 
Sobre el Derecho de Autor que se abrogaría, se sustanciarían de conformidad con 
la misma, excepto aquellos cuya notificación inicial no se haya efectuado al 
momento de entrada, en su caso, en vigor de la presente Iniciativa, los cuales se 
sujetarán a ésta. 

 



Las reservas de derechos otorgadas bajo la vigencia de la Ley Federal Sobre el 
Derecho de Autor que se abrogaría, continuarían en vigor durante los términos 
señalados en la misma, pero la simple comprobación de uso de la reserva, 
cualquiera que sea su naturaleza, sujetaría la misma a las disposiciones 
propuestas. 

 

Las reservas de derechos previstas en la Ley Federal de Derechos de Autor que 
se abrogaría y que no se encuentren previstas en la presente Iniciativa, quedarían 
insubsistentes una vez agotados los plazos de protección a los que se refiere la 
Ley abrogada. 

 

Los trabajadores que actualmente laboran en la Dirección General del Derecho de 
Autor de la Secretaría de Educación Pública pasarían a formar parte del Instituto 
Nacional del Derecho de Autor y les serían respetados los derechos que les 
correspondiesen conforme a la Ley. 

 

Los recursos financieros y materiales que actualmente están asignados a la 
Dirección General del Derecho de Autor, serían reasignados al Instituto Nacional 
del Derecho Autor, con la intervención de la Oficialía Mayor de la Secretaría de 
Educación Pública, y de acuerdo a las disposiciones que al efecto dictara el 
Secretario de Educación Publica. 

 

Por lo anteriormente expuesto y con fundamento en la fracción I del artículo 71 de 
la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, someto a la 
consideración H. Congreso de la Unión, el siguiente proyecto de Iniciativa de 

 


